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Sentencia – 2ª instancia – 10 de mayo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma amparo concedido
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Accionante: 
JORGE ELIECER CARDONA ARANGO
Accionado: 
COLPENSIONES
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN  / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. [E]sta Sala considera que la respuesta emitida por COLPENSIONES no satisface los requisitos de eficiencia y congruencia para que se entienda resuelta de fondo la petición del señor Cardona Arango, quien desde el 23 de agosto de 2016 solicitó el reconocimiento de la pensión de invalidez para que siete meses después la entidad accionada le informe que está en trámite de validación de los dictámenes emitidos por las Juntas de Calificación hallados en el expediente pensional (Fl. 17).  En tal virtud, si bien es cierto no le es dable al juez de tutela indicar el sentido en que se debe responder al actor su requerimiento, también lo es que en este asunto en particular, se han superado los cuatro (4) meses que indica la Corte Constitucional para que se resuelva de manera clara y precisa lo pedido, máxime que el peticionario es una persona de especial protección constitucional en atención a su edad, 80 años,
 y a su estado de invalidez.  Lo dicho, sin perjuicio que la entidad realice prontamente las gestiones necesarias para verificar la autenticidad del dictamen de invalidez.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diez (10) de mayo de dos mil diecisiete (2017)

Aprobado por Acta No.0422
Hora: 2:15 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por COLPENSIONES en  contra del fallo emitido el 28 de marzo de 2017 por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Jorge Eliecer Cardona Arango.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó el señor Jorge Eliecer Cardona Arango que el 11 de julio de 2016 fue calificado por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la que le otorgó una pérdida de capacidad laboral del 80.55% con fecha de estructuración del 29 de junio de 2016 y que cuenta con 51.43 semanas cotizadas dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, por lo que solicitó el 23 de agosto de 2016 el reconocimiento de la pensión de invalidez ante COLPENSIONES, sin que hubiera recibido respuesta al respecto, a sabiendas de que se trata de una persona inválida, lo que consideró una vulneración a sus derechos fundamentales, ya que no cuenta con ningún apoyo económico.
Por lo anterior, solicitó que se tutelen los derechos fundamentales a la seguridad social y mínimo vital,  y en tal virtud, se ordene a COLPENSIONES que resuelva de fondo el requerimiento aludido.

2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela, visibles a folios 4 al 6.
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA

COLPENSIONES no emitió pronunciamiento.

4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 28 de marzo de 2017 el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, resolvió  tutelar el derecho fundamental de petición al señor Jorge Eliecer Cardona Arango y ordenó COLPENSIONES  que a través de la Gerencia Nacional de Reconocimiento o quien hiciera sus veces que si aún no lo había hecho, que en el término de 5 días contados a partir de la notificación del fallo, resolviera de fondo la solicitud presentada por el accionante el 23 de agosto de 2016, radicada con número 2016-9006044 por la cual pretende el reconocimiento de la pensión de invalidez  (Fls. 9-11).
COLPENSIONES fue notificado del fallo de tutela mediante correo electrónico enviado el 29 de marzo de 2017 (folio 14).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 30 de marzo de 2017 COLPENSIONES radicó un escrito por medio del cual informó que al accionante se le había dado respuesta a su petición a través de la comunicación 2017_2887894 del 22 de marzo de 2017, la cual había sido enviada con la guía GN0367015282594.

Por lo anterior, consideró que se había configurado un hecho superado y solicitó que se concediera el recurso de impugnación y archivara el presente trámite (folios 15 y 16).

Adjuntó copia del oficio antes señalado (Fl. 17).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó COLPENSIONES. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  Así mismo, la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.

6.6.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.6.1. En el caso sub examine, la Sala advierte que el motivo que llevó al  señor Cardona Arango a solicitar la protección del derecho fundamental de petición, fue el hecho de que COLPENSIONES no había respondido su solicitud del 23 de agosto de 2016 tendiente a que se le reconociera la pensión de invalidez.
6.6.2. Por su parte COLPENSIONES indicó haber dado respuesta al accionante a su requerimiento del 23 de agosto de 2016, mediante el oficio 2017_2887894 del 22 de marzo de 2017, del que se desprende que esa entidad le informó al señor Cardona Arango el trámite que se está surtiendo ante el prestador COSINTE para que verifique la autenticidad del dictamen de invalidez y que una vez se tenga el resultado de la investigación aludida, se procederá a dar trámite a la petición de la pensión de invalidez solicitada (folio 17).
6.6.3. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. (…)”

A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.    2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

6.6.3.1. En la Sentencia T-237 de 2016 la Corte Constitucional reiteró sobre el tema particular de las solicitudes relacionadas con derechos pensionales, lo dispuesto en la Sentencia SU-975 de 2003 en la que se había hecho una interpretación de los artículos 19 del Decreto 656 de 1994, 4º de la Ley 700 de 2001, 6º y 33 del Código Contencioso Administrativo, señalando que “las autoridades deben tener en cuenta tres (3) términos que corren transversalmente, cuyo incumplimiento acarrea una transgresión al derecho de petición”. Al respecto indicó:
 
“Del anterior recuento jurisprudencial queda claro que los plazos con que cuenta la autoridad pública para dar respuesta a peticiones (…) elevadas por servidores o ex servidores públicos, plazos máximos cuya inobservancia conduce a la vulneración del derecho fundamental de petición, son los siguientes:
 
(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajustes- en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste en un término mayor a los 15 días, situación de la deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.
(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;
 (iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001”.
 
Así las cosas, las autoridades cuentan con varios plazos para dar respuesta a las peticiones relacionadas con derechos pensionales, ya sean quince días hábiles, cuatro meses calendario o seis meses, según el caso, y  si la autoridad o entidad correspondiente no atiende injustificadamente los plazos establecidos por la ley y desarrollados por la jurisprudencia constitucional, vulnera el derecho de petición.”
6.6.4.  De los hechos expuestos por el accionante y de conformidad con la norma y jurisprudencias antes transcritas, esta Sala considera que la respuesta emitida por COLPENSIONES no satisface los requisitos de eficiencia y congruencia para que se entienda resuelta de fondo la petición del señor Cardona Arango, quien desde el 23 de agosto de 2016 solicitó el reconocimiento de la pensión de invalidez para que siete meses después la entidad accionada le informe que está en trámite de validación de los dictámenes emitidos por las Juntas de Calificación hallados en el expediente pensional (Fl. 17).  En tal virtud, si bien es cierto no le es dable al juez de tutela indicar el sentido en que se debe responder al actor su requerimiento, también lo es que en este asunto en particular, se han superado los cuatro (4) meses que indica la Corte Constitucional para que se resuelva de manera clara y precisa lo pedido, máxime que el peticionario es una persona de especial protección constitucional en atención a su edad, 80 años,
 y a su estado de invalidez.  Lo dicho, sin perjuicio que la entidad realice prontamente las gestiones necesarias para verificar la autenticidad del dictamen de invalidez.
6.6.5. De acuerdo a lo analizado, este Tribunal confirmará la sentencia de primer grado.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el 28 de marzo de 2017 por el Juzgado 4º Penal del Circuito de esta ciudad, dentro de la acción de tutela interpuesta por el señor JORGE ELIECER CARDONA ARANGO en contra de COLPENSIONES.  
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado 
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